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Introducción 

L PROBLEMA DEL FEDERALISMO 

FISCAL HA TOMADO NUEVOS RUM­

BOS ESTOS ÚLTIMOS AÑOS DEBIDO 

a la emergencia y desarrollo de modelos eco­
nómicos y políticos (neo) conservadores que 
propugnan una mayor eficiencia en el gasto, 
procurando a la vez la descentralización de 
las funciones del Estado. Además que el cen­
tralismo político y económico dominante en 
la Federación es una de los obstáculos al de­
sarrollo de los estados y aun más crítico para 
los municipios. En efecto, los recursos finan­
cieros de estos últimos son claramente insufi­
cientes y dependen excesivamente de los 
gobiernos federal y estatales. A lo anterior se 
agregan varios elementos, como el precario 
aparato administrativo, la débil capacitación 
de recursos humanos y la insuficiente infraes­
tructura. 

Por estas razones, la coparticipación de 
impuestos como herramienta del federalismo 
fiscal ha sido puesta en duda por los niveles 
inferiores de gobierno, al no contar con fa­
cultades tributarias propias e independencia 
económica, y por lo tanto se encuentran su­
bordinados a la coparticipación federal de 
impuestos para solventar sus gastos. 

E 1 presente documento muestra una revi­
sión teórica del federalismo fiscal así como 
un análisis del sistema fiscal federal mexica­
no que nos permitirá entender los problemas 
a los que se enfrentan cada día los estados 
Pertenecientes a la República mexicana. 

Este trabajo está dividido en cinco seccio­
nes. En la sección dos se realiza una análisis 
descriptivo de la teoría del federalismo fis­
cal. En la sección tres se realiza un análisis 
del sistema fiscal federal mexicano. Por úl­
timo, en la sección cuatro se exponen las 
conclusiones. 

Teoría del federalismo fiscal 

En el campo de estudio de la hacienda públi­
ca existen un sinnúmero de definiciones del 
federalismo fiscal, las cuales dependen del ori­
gen de su concepción, ya que puede definirse 
desde el punto de vista político, social o eco­
nómico. 

Ayala Espino (1999) lo define como un 
proceso (económico y político) que refleja los 
costos y los beneficios de la descentra! i zaci ón 
en los diferentes niveles de gobierno, en los 
modelos de la administración pública, en 
los mecanismos de vigilancia y control del 
gobierno. 

William H. Riker (1996) sostiene que 

es una organización política en la que las acti ­
vidades de gobierno están repartidas entre los 
gobiernos regionales y el gobierno central, de 
tal manera que hay una serie de actividades 
en las que cada tipo de gobierno tiene plenas 
competencias y una de ellas es la correcta ad­
ministración. 

Por otra parte, los especialistas de la ha­
cienda pública han apoyado sus investiga-
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ciones sobre el federalismo fiscal en teorías 
derivadas de la economía pública, tales 
como: 

La teoría de los bienes públicos. E 1 teo­
rema fundamental de la economía del 
bienestar afirma que en ausencia de fa­
llos en el mercado una economía com­
petitiva sería eficiente en el sentido de 
Pareto. Este teorema sugiere tres ra­
zones que justifican la intervención 
del Estado: la presencia de fallos en el 
mercado; la insatisfacción con la dis­

tribución existente de la renta; y lapo­
sibilidad de que los consumidores no 
actúen en su propio beneficio. 

• La teoría de los bienes públicos loca­
les. A lgunos bienes públicos benefician 
a los que viven en una determinada co­
munidad.1 Existen otros que benefi­

cian a todos, independientemente de 
donde vivan. 2 Por lo anteriormente co­

mentado, para que la provisión de bie­
nes públicos sea eficiente éstos deben 
ser suministrados de forma pública; la 
provisión de bienes públicos naciona­
les debe ser suministrada por la Fede­
ración. 

• El modelo de Tiebout. Este modelo 
parte de la hipótesis de que la compe­
tencia entre los gobiernos federal y es­
tatales les lleva a suministrar los bienes 
y servicios que desee la gente y a pro­
ducirlos eficientemente. 

Estas teorías analizan los problemas que 
se presentan en la provisión de bienes públi­
cos, por parte de los gobiernos federal y esta­
tales, con la finalidad de determinar quién es 
más eficiente en la provisión de los mismos. 
Existen también otras teorías que complemen­
tan este análisis de eficiencia de los distintos 
niveles de gobierno3 en las finanzas públicas, 

como: 

l. La teoría de la eficiencia fiscal. 

2. La teoría de la elección pública. 

Ayala Espino (1999) comenta: 

1 Un ejemplo de esto son las estaciones de bomberos. 
2 Un ejemp lo de esto es la defensa nacional. 
3 Los niveles de gobierno son: Federación, estados y 

municipios. 

La teoría de la eficiencia fiscal se aplica para 
analizar la capacidad de pago de los gobier­
nos locales con respecto a su contribución a 
los impuestos federales. Ésta teoría permite 
establecer cuáles gobiernos locales deben paga 
más impuestos y cuáles deben recibir más ayu­
da fiscal, también permite establecer la capa­
cidad de endeudamiento de los distintos 
gobiernos de la Federación, también estable­
cer los criterios que deben normar las relacio ­
nes financieras intergubernamentales y cuáles 
son los criterios normativos para establecer el 
nivel de participaciones federales de los recur­
sos fiscales entre los gobiernos de la federa­
ción. 
Por otra parte, la teoría de la elección pública 
se aplica al estudio del papel de los procesos 
políticos que intervienen en la determinación 
del presupuesto federal, las participaciones a 
los estados y las negociaciones sobre la res­
ponsabilidad de los gobiernos federales en la 
provisión de bienes y servicios públicos. 

Enfoques teóricos actuales 

Los tópicos que aborda la teoría del 
federalismo fiscal se refieren más al ámbito 
normativo que al positivo . Al respecto, la teo­
ría positiva del federalismo fiscal, sostenida 
por Brennan y Buchanan desde 1980, señala 
que "el sector público puede ser visual izado 
como un agente monolítico, un agente que 
maximiza sus excedentes Cen la misma forma 
que un monopolio), desconociendo la volun­
tad de los ciudadanos". Estos autores propo­
nen la descentralización como mecanismo de 
control de las tendencias expansivas. E 1 ar­
gumento básico es que como la competencia 
en el sector privado ejercita su fuerza disci­
plinaria, la competencia entre las unidades de 
gobierno en un esquema descentra! izado per­
mite evitar el poder monopólico del gobierno 
central. La movilidad interjurisdiccional de las 
personas persiguiendo "ganancias fiscales" 
puede ofrecer parcialmente, y quizá comple­
tamente, un sustituto de las restricciones del 
poder tributario de dichos estados" . Por otra 

parte, la teoría normativa del federalismo fis­
cal es abordada en los estudios de Musgrave 
(1992) y se refiere a la asignación de roles en 

la estructura vertical del gobierno. Para este 
enfoque, el corazón del federalismo fiscal se 
encuentra en la rama "asignación" (defini­
ción del tamaño y estructura del gasto públi­
co), ya que, para los "bienes públicos locales" 
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(provincias y municipalidades) debería permi­

tirse la diferente provisión entre jurisdiccio­

nes, dependiendo de las preferencias de sus 
ciudadanos. Los objetivos de "distribución" y 

"estabilización", sin embargo, requieren la 

responsabilidad primaria del nivel central. Es 

función del gobierno central la estabilización 
y distribución y es función de cada estado des­

centralizado la función asignación. En ella se 

encuentra la base del federalismo fiscal. 

Asimismo, la teoría del federalismo fiscal 
busca proveer respuestas sobre las razones 

para adoptar una estructura de gobierno fe­

deral, reglas para la asignación de recursos 
federales entre niveles de gobierno, las trans­

ferencias intergubernamentales de ingreso y 

el establecimiento de los modelos más desea­

bles para garantizar una estructura federal 
eficiente y equitativa. 

Además, con el federalismo fiscal se busca 
garantizar la provisión de bienes y servicios 

públicos4 a gobiernos estatales y municipales 
sin importar la capacidad de pago de las enti­

dades federadas. 

Jaime Sampere (1999) comenta: 

El federalismo fiscal garantiza una mayor equi­
dad en el tratamiento fiscal de las transferen­
cias, los subsidios y las participaciones, como 
un medio privilegiado para equilibrar las defi­
ciencias de un gobierno local atribuibles a pro­
blemas demográficos, catástrofes naturales, 
conflictos sociales, falta de recursos natura­
les, dependencia de fuentes energéticas, inca­
pacidad administrativa para cobrar impuestos. 
Las transferencias intergubernamentales se 
han mantenido y crecido porque son la base 
que justifica la existencia del federalismo. 

La descentralización 
y su implicación en 

la eficiencia distributiva 

En la teoría del federalismo fiscal la descen­
tralización desempeña un papel muy impor­

tante, ya que precisamente ésta disminuiría 

la distancia entre las necesidades de los go­

biernos locales y las posibilidades presupues­
tarias del gobierno federal para mejorar la 

eficiencia y la equidad en la distribución de 

recursos fiscales. Musgrave (1992) señala que 

' Como la impartición de justicia, la seguridad pú­
blica, la educación básica, la salud pública, etcétera. 
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la descentralización permite ganancias de efi­
ciencia en la función de asignación del gobier­
no, sin embargo esto significa pérdidas en las 
funciones de estabilización y distribución e in­
siste en que una profunda descentralización y 
federal ización en la distribución de recursos 
afectaría sensiblemente a los gobiernos loca­
les más pobres y, en consecuencia, incremen­
taría la desigualdad social entre los gobiernos 
que forman parte de la Federación. 

Sin embargo la descentralización no pue­

de ser ilimitada, ya que como afirma Ayala 
Espino (1990) 

existen problemas de escala,' que propician que 
una estructura crecientemente descentraliza­
da difícilmente resuelve problemas de 
externalidades entre los gobiernos de la fede­
ración sobre todo en el manejo del medio am­
biente y la explotación racional de recursos 
naturales no renovables. Además, puede gene­
rar conflictos interjurisdiccionales locales. Por 
ejemplo, los impuestos federales y locales en 
la explotación de ciertos recursos que compar­
ten dos gobiernos federales pueden ser dife­
rentes y afectar de algún modo diferente sus 
finanzas públicas. Con el cobro de impuestos 
la descentra! ización puede producir un efecto 
negativo en la carga fiscal total del gobierno y 
afectar negativamente la capacidad del gobier­
no para realizar sus funciones de estabiliza­
ción y distribución. 

La descentralización política, económica y ad­
ministrativa supone que es posible mejorar la 
eficiencia y equidad de las relaciones intergu­
bernamentales. Una política de descentraliza­
ción fiscal representa la búsqueda de adecuada 
localización, por nivel de gobierno, de los im­
puestos y del ejercicio del gasto público . 

Como parte de esta descentra! ización, el 

gobierno federal debe instrumentar estrate­

gias que promuevan el desarrollo regional 

equilibrado y eviten la concentración de las 

actividades públicas económicas en la capital 
del país e impulsen instrumentos fundamen­

tales de redistribución entre el nivel federal y 

el estatal. Para esto se debe instrumentar un 

sistema de reglas claras y estrictas que deter­
minen no solamente las participaciones de la 

Federación hacia los niveles estatal y munici-

5 Por ejemplo, en la provis ión de bienes públicos sí 
se tienen escalas de producción mínima, y sería poco 
eficiente o incluso inviable su producción. 
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pal , sino también provisiones federales e in­
cluso constitucionales. La descentralización 
debería considerar que toda la política social 
fuera hecha en los estados y en el ámbito 
municipal. Para que esta descentralización de 
recursos sea exitosa, se tendrán que tomar va­
rias acciones concretas en forma coordinada 
entre Federación y gobiernos locales. Se re­
quiere fortalecer la recaudación por ingresos 
propios de los gobiernos locales haciéndolos 
menos dependientes de las participaciones; 
ampliar la capacidad delos gobiernos locales 
para acceder; por sí solos y sin garantías fe­
derales a los mercados financieros. 

Por lo tanto, se necesitaran cambios sus­
tanciales en las siguientes áreas: 

Se deben fortalecer las haciendas lo­
cales y municipales. Evitar incurrir en 
altos costos poi íticos al cobrar mayo­
res impuestos en sus jurisdicciones, 
seguir de cerca el principio de benefi­
cio, es decir, que esos impuestos ten­
gan como contraparte una mayor obra 
pública o un mejor desempeño guber­
namental, este último se logrará siem­
pre que el gobierno local que reciba el 
crédito, lo administre eficientemente 
para disminuirlos costos de las obras 
que realiza y los servicios que presta. 
Por ello, las participaciones deben que­
dar más ligadas al desempeño recau­
datorio, pues las transferencias tienen 
el efecto de que los gobierno locales 
no sean responsables porque carecen 
de incentivos para asumir con seriedad 
sus funciones. 

• Se tienen que eliminar las ambigüeda­
des de repartición de los recursos en 
los estados y municipios, así como ha­
cer públicos y explícitos los criterios 
de repartición de los estados entre sus 
municipios; es decir, se deben asignar 
los recursos conforme a los criterios 
de pobreza y marginación y se deben 
eliminar burocratismos que pudieran 
dar lugar a lineamientos demasiados 
amplios de discrecionalidad a los 
gobiernos locales que redunden en in­
certidumbres sobre los recursos dispo­
nibles para proyectos de inversión a 
escala local. 
Los gobiernos locales deben analizar 
la forma en la que contratan su deuda 
puública. 

Los tres puntos anteriores permiten pro­
mover al municipio como un espacio de go­
bierno vinculado con las necesidades básicas 
de la población y representativo de las comu­
nidades, de nuevas iniciativas y de adminis­
traciones más eficientes. Un federalismo fiscal 
renovado impulsa el principio de correspon­
dencia, es decir, propicia que las autoridades 
regionales financien con derechos y tarifas 
apropiadas el suministro de los bienes y ser­
vicios a su cargo, fomentando así la respon­
sabilidad y eficacia del gobierno. Esta nueva 
delegación de responsabilidades conlleva la 
exigencia por parte de todos los ciudadanos y 
contribuyentes, administraciones estatales y 
municipales eficientes, ya que el pago de im­
puestos y derechos se deberá reflejar en más 
y mejores servicios públicos locales. 

Además, para llevar a cabo un proceso exi­
toso de descentra! ización es necesario que 
concurran las siguientes condiciones básicas: 

• Política macroeconómica global. La 
descentralización debe ser parte de la 
estrategia general de desarrollo . El 
federalismo y la descentralización fis­
cal al nivel del sector público local es­
tán relacionados con la liberalización 
comercial y financiera a nivel ma­
croeconómico. La descentralización 
debe concebirse como una estrategia 
global donde el esfuerzo fiscal se for­
talezca y el país obtenga el beneficio 
de un mayor crecimiento y productivi­
dad en el largo plazo. 
Secuencia de la descentralización. Pri­
mero, se requiere una evaluación de las 
funciones de descentralización y esta­
blecer los objetivos de política que per­
mitan asignar los recursos necesarios. 
Difícilmente se puede descentralizar la 
defensa nacional, la política comercial 
internacional o la política monetaria, 
entre otras. S in embargo, los consen­
sos nacionales en cuanto a qué descen­
tralizar cambian en el tiempo. 

• Requerimientos institucionales y de in­
formación. Tener la información dis­
ponible para conocer el efecto que 
tendrán en las transferencias sobre la 
eficiencia, la equidad y el esfuerzo fis­
cal local. Además es necesario contar 
con un marco institucional adecuado y 
con una autoridad institucional encar­
gada de manejar el proceso. 
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• Descentralización del gasto social. Un 
programa exitoso de descentra! ización 
puede definirse por la eficiencia en la 
asignación de dos bienes públicos: edu­
cación básica y salud primaria. Al ni­
vel del sector local y mediante los 
efectos de ese gasto en materia de equi­
dad y redistribución. 

Tranferencias: un enfoque teórico 

El objetivo de las transferencias que realiza 
el gobierno hacia las entidades federadas es 
fomentar el gasto local en determinados ser­
vicios públicos 

Existen diferentes teorías sobre las posi­
bles implicaciones de las transferencias 
intergubernamentales: la primera sostiene que 
éstas tienen implicaciones sobre la recauda­
ción de impuestos locales y la efectividad del 
gobierno para alcanzar el nivel de provisión 
deseado de los servicios públicos, dependien­
do del tipo de transferencias que se le otorgue. 
Por ejemplo, el caso de transferir los recursos a 
los gobiernos locales o estatales sin especificar 
el destino de los mismos. En este caso, la co­
munidad receptora de los recursos incremen­
ta el presupuesto de su gobierno. 

Otra teoría consiste en que la transferen­
cia establecida debe utilizarse para un pro­
grama específico dentro de un conjunto de 
programas públicos, o bien otorgar una trans­
ferencia de gasto especificando el programa 
al cual deben destinarse los recursos, decidien­
do los recursos locales el complemento de di­
cha transferencia, cubriendo así parte del 
costo del programa. 

La teoría económica supone que las trans­
ferencias intergubernamentales conlleva al 
menos dos efectos negativos. El primero pre­
supone que una parte delos recursos transfe­
ridos se utilicen para financiar el consumo de 
bienes privados y no el de bienes públicos ob­
jeto de la transferencia. El segundo sugiere 
una disminución en la recaudación por fuen­
tes de ingreso locales, ocasionando dudas 
sobre la efectividad de este tipo de descentra­
lización para fortalecer las finanzas locales. 

El sistema fiscal federal mexicano 

La Constitución de 1917 permite organizar a 
los poderes federales y a sus estados asocia-
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dos, y con ellas se inicia propiamente la crea­
ción de un Estado federal. E 1 pacto federal 
queda consagrado en la Constitución, otorgan­
do a sus estados asociados la seguridad de 
que los poderes de la Unión no tendrán más 
actividad que la pactada y definida en el tex­
to constitucional . Las constituciones de los 
estados miembros, como expresión de la so­
beranía y autonomía, forman parte del or­
den jurídico del país, que necesariamente 
deben sujetarse en la Constitución federal. 

El federalismo mexicano tiene como prin­
cipales objetivos los siguientes: 

l. El fortalecimiento de los ingresos y 
gasto de los estados y municipios. 

2. El perfeccionamiento de los sistemas 
de control. 

3. Seguimiento y evaluación en todos los 
niveles de gobierno. 

El sistema federal mexicano busca una 
distribución del poder entre el gobierno cen­
tral y los gobiernos estatales. Aunque estos 
objetivos no se alcancen plenamente, el siste­
ma federal permite normativamente que to­
dos los niveles de gobierno participen en los 
procesos de decisión y se superen las dificul­
tades reales que supone relacionar las entida­
des federativas con diferentes intereses, 
tradiciones y grados de desarrollo económico 
y social. 

Dentro del sistema de gobierno federal 
existen intereses comunes entre los diferentes 
órdenes de gobierno que configuran el perfil 
del federalismo, tales como: 

Planeación nacional. 
Desarrollo nacional y regional. 

• Autonomía financiera y política. 
Mayor participación democrática. 
Eficiencia administrativa, ahorro de 
costos e intercambio de servicios. 
Facultad de atender desequilibrios re­
gionales en materia de distribución del 
ingreso. 

Las relaciones fiscales y financieras inter­
gubernamentales constituyen una derivación 
de lo amplio que pueden realizarse las accio­
nes en el marco del sistema federal. Por su 
parte, el Estado central deriva de un orden 
supremo que es la Constitución, la cual esta­
blece un solo orden jurídico válido para todo 
el territorio nacional. En lo jurídico y en lo 
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político parte del Estado central, es decir, del 
acuerdo que hace posible la vida nacional. 

En el caso de México, el actual sistema de 
participaciones federales ha aumentado de 
forma paulatina los fondos asignados a esta­
dos y municipios, sin embargo no han sido su­
ficientes para cubrir las necesidades de gasto 
y financiamiento locales. Aunque los objetivos 
de equidad y eficiencia están incorporados en 
el esquema de distribución de participaciones, 
el alcance de su estructuración es demasiado 
limitado en comparación con países como Sui­
za y Estados Unidos de América. 

La recaudación federal participable se 
define como todos los ingresos que obtiene la 
Federación en un ejercicio fiscal atribuible a 
sus impuestos y recargos, por los derechos 
sobre hidrocarburos y minería; exceptuando 
las devoluciones por los mismos conceptos y 
los ingresos derivados del impuesto adicional 
a la exportación. 

Desde un principio el esquema de partici­
paciones se integró con tres fondos ejecutables 
a la recaudación federal participable: el Fon­
do General de Participaciones (FGP), el Fondo 
de Fomento Municipal (FFM) y el Fondo Fi­
nanciero Complementario (FFC). Para 1990, 
el FFC se fusiono al FG P y se creó el Fondo de 
Reordenamiento al Comercio Urbano. 

En México la fórmula de participaciones 
establecida en 1990 distribuye el 45 .7% 6 de 
la recaudación federal participable en propor­
ción directa al número de habitantes de cada 
casa estado, esto favorece el criterio de equi­
dad al distribuir recursos de los estados con 

mayor recaudación per cápita a los estados 
que participan con una menor recaudación. 

Otro monto del 45.17% 7 de la recauda­
ción fiscal participable se reparte según el 
criterio de eficiencia, es decir, más recursos 
para los estados cuya recaudación de impues­
tos asignables esté por arriba de la media na­
cional y, consecuentemente, menos a aquellos 
que no alcancen dicho límite. 

Conclusiones 

Al igual que en el siglo pasado, el federalismo 
mexicano se encuentra nuevamente ubicado 
en el centro de los debates nacionales. La re­
forma del Estado promovida en los últimos 
años ha propiciado un replanteamiento de los 
procesos, instituciones e instrumentos de in­
tervención estatal en los asuntos públicos. 
Las políticas instrumentadas en el marco 
de la privatización, desregulación y descen­
tralización están contribuyendo a redefinir 
funciones y responsabilidades en la promo­
ción del desarrollo entre gobierno y sociedad 
mexicana. 

El Estado mexicano enfrenta una nueva rea­
lidad política y social más plural y competida, 
así como un entorno económico externo que 
influye decisivamente en la agenda pública. En 
esta perspectiva adquieren mayor relevancia los 
conceptos de eficiencia en el uso de los recur­
sos públicos, y equidad en la provisión de bie­
nes y servicios de acuerdo con las preferencias 
ciudadanas y la competitividad regional. 
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